Radicado: 66001 60 00 058 2009 01343 02
Acusado: GAC
Delito: Concusión
Asunto: Impedimento

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTO / NO PROCEDE POR RESOLVER SOBRE PRECLUSIÓN SÓLO CON BASE EN DETERMINACIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN DEL DELITO / NO HUBO VALORACIÓN PROBATORIA.
“La Corte ha sostenido que la ley, al consagrar dicha causal de impedimento, no autoriza la separación del proceso a quien haya brindado cualquier opinión, sino sólo aquella que por su naturaleza pueda comprometer los fines que pretende proteger, esto es, la imparcialidad de la administración  de justicia, como cuando ya se ha emitido un criterio serio y razonado sobre el asunto que ahora debe revisar. 

“9. De tal manera que no quedan comprendidas dentro de la causal en cuestión, las opiniones contenidas en las decisiones que son producto de la actividad judicial propia de la condición de juez, al punto que no pueden ser invocadas como motivo para soportar la causal de reacusación a menos que estén referidas a aspectos que puedan ser considerados como sustanciales y definitorios, al asumir el conocimiento del asunto que ahora se le asigna para resolver  una determinada cuestión, por competencia. 

“10. Como conclusión de lo expuesto se resalta por la Sala que la recusación de un funcionario, solamente es procedente cuando se demuestre nítidamente que el funcionario judicial se encuentra impedido. En caso contrario tales solicitudes no pueden prosperar como ocurren en el presente asunto.  La expresión “participado”, no debe tomarse en forma textual, literal ni aislada del contexto procesal penal, pues de aceptarse así, se llegaría a extremos que escapan a la finalidad de salvaguarda de la imparcialidad contenida en las normas relativas a los impedimentos y recusaciones.” (…)
… esta Sala considera que la decisión proferida por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 23 de octubre de 2018, mediante la cual denegó la solicitud de preclusión presentada por la defensa del señor GAC, no constituye per se causal para apartarse del conocimiento de las diligencias, lo que llevó a la Juez Promiscuo del Circuito de Apía a declarar infundada la manifestación de impedimento realizada por su homóloga. 

Lo anterior, en consideración a que en la providencia en comento no se analizaron de fondo los elementos materiales probatorios con los que supuestamente contaba la FGN para respaldar la ocurrencia de los hechos o la responsabilidad de del acusado frente a los mismos…
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1. ASUNTO

Conoce la Sala del impedimento propuesto por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, para continuar conociendo de la actuación correspondiente a la etapa de juicio, dentro del proceso que se adelanta contra de GAC por el delito de concusión, con base en el numeral 14 del artículo 56 de la ley 906 de 2004. 
2. ANTECEDENTES

2.1 Según el escrito de acusación presentado por la Fiscalía General de la Nación el supuesto fáctico es el siguiente
:

“La doctora LINA JOHANA BULLA ESCOBAR perteneciente al Grupo de Control Disciplinario Interno del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos INVIMA adscrito al MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL de Bogotá, remite a la Fiscalía General de la Nación copia de la actuación que vienen adelantando en contra del Doctor GAC, ex funcionario del INVIMA con sede en el municipio de La Virginia Risaralda.

La Investigación disciplinaría en contra de GAC se inició con base en el Oficio No. 0232 del 27 de mayo de 2008 que el Alcalde Municipal y el Administrador de la Planta de Sacrificio de LA VIRGINIA remitieron a la doctora DIONISIA YUSTI  RIVAS Coordinadora Territorial Occidente 1, informándole que el señor GAC, médico veterinario, quien hace las veces de visitador o Inspector del INVIMA, les viene truncando el normal desarrollo tanto del funcionamiento de la planta como el estudio de la misma.

Le informan:

En su llegada a ese municipio el doctor GAC les ofreció el servicio de ASESORÍA EXTERNA para adelantar el pian de cumplimiento por un valor de SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000), dicho funcionario les garantizó que con su asesoría convertía en un hecho la Certificación, ya que labora con la institución.

Ante la negativa de esa Administración de acceder a su propuesta, arremetió contra todos los procesos de la planta y es así como objetó varios procesos y prohibió varías veces sacrificios sin carga Argumentativa, procesos que antes de la propuesta hecha por el funcionario de INVIMA permitía y toleraba.

El INVIMA, a través del Grupo de Control Disciplinario Interno abrió Indagación Preliminar Radicación No. 025-2008 en contra de GAC.

Se conoce que GAC es Profesional Universitario Código 2044 Grado 11 en la Subdirección de Alimentos y Bebidas Alcohólicas Grupo de Trabajo Territorial Occidente 1 del INVIMA Asignado a (a Planta P.BA LA VIRGINIA, y según los oficios que reposan en la carpeta del caso, actualmente se encuentra por fuera de la entidad.

A su llegada al municipio el doctor GAC le ofreció a la Administración Municipal de La Virginia Risaralda, el servicio de ASESORÁ EXTERNA para adelantar el plan de cumplimiento por un valor de SETENTA MILLONES DE PESOS ($70.000.000), dicho funcionario les garantizó que con su asesoría convertía en un hecho la certificación, ya que laboraba en la institución. 

Ante la negativa de esa Administración de acceder a su propuesta, arremetió contra todos los procesos de la planta y así fue como objetó varios procesos y prohibió varias veces sacrificios sin carga argumentativa, procesos que antes de la propuesta hecha por el funcionario de INVIMA permitía y toleraba. 

Es decir, se presentó un constreñimiento y/o persecución en contra de la Administración Municipal de La Virginia Risaralda.

(…)”

2.1.1 El 13 de octubre de 2010 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia Risaralda, con función de Control de Garantías, se formuló imputación en contra de GAC como autor de la conducta punible de concusión, sin que aceptara los cargos (fl. 186-187).

2.3 El Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia asumió el conocimiento de la actuación (fl. 11). La audiencia de formulación de acusación se llevó a cabo el 19 de diciembre de 2010 (fl. 22 a 24); la audiencia preparatoria se surtió el 28 de marzo de 2011 fl. 47 a 52). El juicio oral se ha tramitado en sesiones del 20 de septiembre de 2011 (fl. 86 a 89); 16 de julio de 2018 (fl. 171); 23 de octubre de 2018 (fl. 179). 

2.4 Según el acta correspondiente a la última actuación referida, aconteció lo siguiente: 

2.4.1 La defensa solicitó que se decretara la preclusión dentro de la investigación a favor del señor GAC, ya que a su modo de ver dentro de la presente investigación ya había prescrito la acción penal, teniendo en cuenta que la FGN le había comunicado cargos al señor GAC en diligencia celebrada el 13 de octubre de 2010, máxime cuando en el caso concreto no se puede dar aplicación a lo establecido en la ley 1474 de 2011 que fue proferida con posterioridad a la presunta ejecución de la conducta atribuida al acusado, considerando que el delito de concusión prescribió 6 meses atrás. 

2.4.2 Por su parte la FGN se opuso a dicha pretensión en consideración a que si bien era cierto al señor GAC no le era aplicable el aumento de la reforma establecida en el Art. 14 de la ley 1474 de 2011, el cual incrementó el término de prescripción en la mitad, si se debía tener en cuenta lo señalado en el inciso 3o del Art. 83 de la ley 599 de 2000, el cual contempla la ampliación del término de la prescripción de una tercera parte de la pena respecto a aquellas personas procesados que tienen la calidad de servidores públicos. En consecuencia dicho el término prescriptivo se cumpliría el 13 de octubre de 2020. 
2.4.3 La titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia denegó la solicitud de preclusión elevada acogiendo la argumentación del ente investigador, sustentando su decisión en las razones invocadas por la delegada de la FGN. 
2.4.4 La defensa consideró que la juez de conocimiento se encontraba incursa en la causal de impedimento prevista en el numeral 14 del Art. 56 CPP, ante lo cual dicha funcionaria decidió remitir las diligencias al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia por ser el juzgado equivalente más próximo con el fin que continuara con el trámite de la actuación (folio 179).
2.4 Mediante auto del 31 de octubre de 2018 la titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía no aceptó el impedimento formulado por su homóloga ya que esta no había realizado una valoración de los EMP existentes y que lo tanto no se había comprometido su imparcialidad dentro de la causa de la referencia (folio 103 fte y vto), ya que sólo consideró que en el caso en estudio no había prescrito la acción penal. 
3. CONSIDERACIONES
3.1 Esta Sala debe pronunciarse sobre la situación planteada en atención a lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 82 de la Ley 1395 de 2010, en concordancia con el artículo 34-5 del código de procedimiento penal. 

3.2 El artículo 57 de la Ley 906 de 2004 modificado por el artículo 82 de la Ley 1395 de 2010, señala lo siguiente: 

“Artículo 57. Trámite para el impedimento. Cuando el funcionario judicial se encuentre incurso en una de las causales de impedimento deberá manifestarlo a quien le sigue en turno, o, si en el sitio no hubiere más de uno de la categoría del impedido o todos estuvieren impedidos, a otro del lugar más cercano, para que en el término improrrogable de tres (3) días se pronuncie por escrito. 

En caso de presentarse discusión sobre el funcionario a quien corresponda continuar el trámite de la actuación, el superior funcional de quien se declaró impedido decidirá de plano dentro de los tres días siguientes al recibo de la actuación. 

Para tal efecto, el funcionario que tenga la actuación la enviará a la autoridad que deba resolver lo pertinente.”

3.3 El propósito de la referida norma es la de sustraer del conocimiento del asunto al funcionario judicial que se encuentre incurso en una de las causales de impedimento consagradas en el canon 56 del C.P.P., con el fin de salvaguardar la imparcialidad y transparencia que debe orientar el ejercicio de la función pública de administrar justicia, las cuales pueden verse afectadas por la estructuración de los eventos expresa y taxativamente señalados por el propio legislador.

3.4 Sobre esa figura jurídica, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en auto del 26 de enero de 2015, radicado 45233, expuso lo siguiente: 

“La institución de los impedimentos y las recusaciones constituyen un desarrollo del principio de imparcialidad de los jueces (art. 5 C.P.P./2004), así como también del principio de independencia de las decisiones judiciales (art. 228 Const. Pol.); pues permite que, de manera excepcional y por las situaciones previstas en la ley, un juez se aparte del conocimiento de un asunto para el cual es competente, por concurrir o sobrevenir circunstancias que puedan afectar el “imperativo de establecer con objetividad la verdad y la justicia”. Así las cosas, las razones para declarar y atender un impedimento son (i) excepcionales porque relevan al funcionario del deber legal de decidir todos los casos sometidos a su consideración, y (ii) taxativas porque no obedecen al capricho del interesado o del intérprete, sino a su expresa previsión por el legislador.” 

3.5 Esa misma Corporación en providencia radicada 34186 de 2010 M.P. Yesid Ramírez Bastidas referente al tema de las nulidades dijo: 

“7… “Los Magistrados recusados se pronunciaron en el proceso penal frente a una causal de nulidad que alegó el defensor, lo cual significa que si ahora deben decidir una nueva pero similar petición de nulidad propuesta por la misma parte, no se cumple el requisito referido a que la opinión debe haber sido emitida por fuera del proceso. 

8. La Corte ha sostenido que la ley, al consagrar dicha causal de impedimento, no autoriza la separación del proceso a quien haya brindado cualquier opinión, sino sólo aquella que por su naturaleza pueda comprometer los fines que pretende proteger, esto es, la imparcialidad de la administración  de justicia, como cuando ya se ha emitido un criterio serio y razonado sobre el asunto que ahora debe revisar. 

9. De tal manera que no quedan comprendidas dentro de la causal en cuestión, las opiniones contenidas en las decisiones que son producto de la actividad judicial propia de la condición de juez, al punto que no pueden ser invocadas como motivo para soportar la causal de reacusación a menos que estén referidas a aspectos que puedan ser considerados como sustanciales y definitorios, al asumir el conocimiento del asunto que ahora se le asigna para resolver  una determinada cuestión, por competencia. 

10. Como conclusión de lo expuesto se resalta por la Sala que la recusación de un funcionario, solamente es procedente cuando se demuestre nítidamente que el funcionario judicial se encuentra impedido. En caso contrario tales solicitudes no pueden prosperar como ocurren en el presente asunto.  La expresión “participado”, no debe tomarse en forma textual, literal ni aislada del contexto procesal penal, pues de aceptarse así, se llegaría a extremos que escapan a la finalidad de salvaguarda de la imparcialidad contenida en las normas relativas a los impedimentos y recusaciones.” (Subrayado fuera de texto).
3.6 En atención a la causal de impedimento antes mencionada, esta Sala considera que la decisión proferida por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 23 de octubre de 2018, mediante la cual denegó la solicitud de preclusión presentada por la defensa del señor GAC, no constituye per se causal para apartarse del conocimiento de las diligencias, lo que llevó a la Juez Promiscuo del Circuito de Apía a declarar infundada la manifestación de impedimento realizada por su homóloga. 

Lo anterior, en consideración a que en la providencia en comento no se analizaron de fondo los elementos materiales probatorios con los que supuestamente contaba la FGN para respaldar la ocurrencia de los hechos o la responsabilidad de del acusado frente a los mismos, es decir, que en ningún momento esa funcionaria anticipó un juicio de valoración probatoria al momento de denegar la petición de preclusión en comento. 

3.7 En tal sentido vale la pena advertir que la juez en comento no se refirió explícitamente a las pruebas o evidencias existentes, sino que luego de hacer referencia a las normas y al procedimiento que regula la figura de la prescripción, se limitó a señalar que en atención a la fecha en la que se le formuló la imputación al señor GAC y a lo normado en el artículo 83 del CP, la investigación que se adelanta en su contra vendría a prescribir en el año 2020.
3.8 En atención a lo anterior, esta Sala considera que con la decisión adoptada por la juez promiscuo del circuito de La Virginia no se puede deducir que se afectaba la imparcialidad de esa funcionaria al momento de emitir una decisión de fondo respecto a la prueba que en el juicio se allegue, en torno a demostrar tanto la ocurrencia de los hechos atribuidos como la responsabilidad del ciudadano que viene siendo investigado dentro de la presente actuación. 

En ese orden de ideas, se hace necesario declarar infundado el impedimento planteado y se dispone que la actuación retorne al juzgado de origen para que se continúe con el trámite del proceso, fuera de que en este caso la funcionaria que adoptó la decisión no funge en la actualidad como titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.  

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO el impedimento propuesto la promiscuo del circuito de La Virginia. En consecuencia, la actuación se devolverá al juzgado de origen para los fines pertinentes.

SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

TERCERO: Informar sobre la presente determinación juez promiscuo del circuito de Apía. 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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